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problemática. Desde el punto de vista de los costos de 

la delincuencia, el encarcelamiento supone dos tipos 

de costos, que se analizan en el capítulo 2, a saber: el 

gasto público en administración penitenciaria más el 

costo social de los ingresos no percibidos de la pobla-

ción carcelaria. En este capítulo se ofrecen estimacio-

nes de los costos de la crisis penitenciaria, utilizando 

como insumos los resultados del capítulo 2 para estos 

dos subcomponentes. El capítulo luego discute las im-

plicaciones de política de esta situación.

Según los datos más recientes, existen aproxima-

damente 10,35 millones de personas que se encuen-

tran recluidas en penales en todo el mundo, cifra que 

equivale a una tasa de 144 reclusos por cada 100.000 

habitantes (ICPR, 2015). Como se puede observar 

en el gráfico 4.1, América del Norte es la región del 

mundo con la tasa más alta de reclusos. Esto se debe 

principalmente a la situación de Estados Unidos, que 

cuenta con la tasa de encarcelamiento más elevada 

del mundo. Como se puede observar, en el caso de 

ALC la tasa de reclusos muestra una tendencia al alza.

Gráfico 4.1. Tendencia de la tasa de reclusos, por región
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Dada la magnitud del crimen y de la violencia que se 

exhibe en América Latina y el Caribe (ALC), es impor-

tante tomar en cuenta el rol del sistema penitencia-

rio para poder analizar la capacidad institucional que 

tienen los países para acoger la población delictiva y 

lograr su reinserción en la sociedad. El encarcelamien-

to es costoso y no es costo-efectivo para combatir el 

crimen en comparación con otras políticas. Si no se 

aplica adecuadamente, las repercusiones en la socie-

dad a lo largo del tiempo pueden ser aún peores en 

términos de crimen y violencia. 

Como se demuestra a partir de las cifras que se 

presentan a continuación, muchos países de ALC han 

experimentado un reciente aumento de la población 

penitenciaria debido al alto nivel de delincuencia y a la 

difusión de enfoques de mano dura para combatir la 

Fuente: Base de datos del Instituto para la Investigación de Políticas Criminales (Institute for Criminal Policy Research) World Prison Brief.
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lictuales. Más aún: se observan ciertos factores que 

favorecen los efectos criminógenos de la cárcel: altas 

tasas de hacinamiento (la ocupación en promedio casi 

duplica la disponibilidad de plazas), carencias en los 

servicios de rehabilitación y reinserción de los priva-

dos de libertad, deficiencia en la infraestructura carce-

laria para poder analizar el riesgo de los privados de li-

bertad y darles espacios y tratamientos diferenciados, 

altas tasas de presos sin condena (que llegan a un 80% 

en algunos países), entre otros (véase el gráfico 4.3).

Dada la delicada situación en materia de seguri-

dad en la región, es importante ver el beneficio y el 

costo marginal de diferentes alternativas para asig-

nar mejor los recursos escasos. Del lado de los bene-

ficios, ya se han mencionado los principales efectos 

anti-delictuales del encarcelamiento. Con respecto al 

efecto disuasivo, los estudios que analizan cambios en 

la probabilidad marginal de ir a la cárcel o de dictar 

sentencias más duras en Estados Unidos revelan que 

el encarcelamiento tiene escasos efectos en la reduc-

ción del crimen agregado9. No hay consenso sobre la 

magnitud del efecto ni se han realizado estudios para 

la región, pero la evidencia internacional parece indi-

Gráfico 4.2. Comparación de las tasas de encarcelamiento y homicidios entre América Latina y el 

Caribe y Estados Unidos

a. Tasa de encarcelamiento y de homicidios en ALC 

por cada 100.000 habitantes

b. Tasa de encarcelamiento y de homicidios en 

Estados Unidos por cada 100.000 habitantes

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y el Instituto para la Investigación de 

Políticas Criminales (Institute for Criminal Policy Research) World Prison Brief. 
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(9) Algunos estudios fuera de ese país encuentran efectos mayores. 

Véase, por ejemplo, Bell, Jaitman y Machin, 2014 sobre Reino Unido o 

Nagin, 2013.

Si se compara la tendencia de la región con la de 

Estados Unidos, se puede observar que en este último 

país el encarcelamiento ha aumentado un 19% entre 

1995 y 2012, pues la población carcelaria pasó de 595 

reclusos cada 100.000 habitantes a 709 reclusos por 

100.000 habitantes. En el mismo período el crimen se 

redujo notablemente, tanto los delitos contra la pro-

piedad como contra las personas. La tasa de homici-

dios bajó de 8 por 100.000 habitantes a 5 por 100.000 

habitantes. En América Latina, se aprecia lo contrario. 

La población reclusa aumentó en forma exponencial 

entre 1995 y 2012, pasando de 101,2 reclusos por cada 

100.000 habitantes a 218,5 reclusos cada 100.000 ha-

bitantes, lo cual representa un incremento del 116%. Sin 

embargo, el crimen aumentó más aún en este período, 

y las tasas de homicidios regionales se duplicaron, pa-

sando de 13 a 26 homicidios por 100.000 habitantes.

El posible efecto anti-delictual del encarcelamien-

to actúa por dos caminos concretos: puede disuadir 

el crimen haciéndolo menos atractivo por las sancio-

nes más duras, y puede reducir el crimen a través del 

efecto “incapacitación” ya que (en teoría) durante la 

condena los criminales están en aislamiento y fuera del 

mercado laboral ilegal. El hecho de que en la región 

hayan aumentado tanto la tasa de homicidios como 

la tasa de encarcelamiento arroja serias dudas sobre 

el correcto funcionamiento de estos efectos anti-de-



43Nueva evidencia y hallazgos en América Latina y el Caribe

car que lo que impacta en la disuasión es una mayor 

probabilidad de aprehensión y condena posterior más 

que el incremento en la severidad de sentencias largas. 

Además, cuando la población encarcelada es numero-

sa, el efecto marginal de disuasión de más encarcela-

miento es menor, lo que enciende una señal de alerta 

para los países de ALC, dado el fuerte crecimiento en 

el número de reclusos. El efecto de la incapacitación 

también se relativiza si hay altos niveles de violencia 

dentro de la cárcel y si la cárcel en sí misma es un 

sitio propicio para delinquir. De acuerdo a datos de 

organizaciones no gubernamentales y la prensa local, 

en algunos países el 70% de las extorsiones provienen 

de la cárcel.

Cuando se piensa en el costo del encarcelamien-

to, se deben considerar tanto los costos directos 

como indirectos. Esto incluye por un lado el gasto del 

sector público en el sistema penitenciario, pero tam-

bién los costos sociales que provienen de tener po-

blación inactiva (si en la cárcel no realiza actividades 

productivas), los costos en términos de bienestar para 

sus familias, y los costos del mercado laboral cuando 

los reclusos egresan del sistema penitenciario, entre 

otros. El objeto de este capítulo consiste en estimar 

una porción de estos costos. En particular, el foco se 

centra en estudiar el gasto en la administración del 

sistema penitenciario y en la pérdida de ingresos de-

Gráfico 4.3. Comparación de las tasas de hacinamiento y de reclusos sin condena, por región del 

mundo

a. Tasa de hacinamiento (porcentaje) b. Reclusos sin condena (porcentaje)

Fuente: Base de datos del Instituto para la Investigación de Políticas Criminales (Institute for Criminal Policy Research) World Prison Brief. 
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rivada de la inactividad de las personas privadas de 

libertad. La falta de datos más precisos impide realizar 

estimaciones sobre los costos infligidos a las familias 

de los encarcelados y las consecuencias laborales a la 

salida de prisión, por lo que nuestras estimaciones glo-

bales sobre el costo del encarcelamiento deben enten-

derse como estimaciones conservadoras, ya que en su 

cálculo no se tendrán en cuenta ciertos componentes 

relevantes de dicho costo.

4.1 El gasto público en la 
administración de prisiones

Esta sección analiza en detalle el gasto público en se-

guridad ciudadana. Nos interesa aquí presentar sepa-

radamente uno de sus componentes: el gasto en la 

administración de las prisiones. En el cuadro 4.1 se 

presentan dichas cifras: se puede observar que el gas-

to en la administración del sistema penitenciario de la 

región casi se ha duplicado, pasando de US$4.318 mi-

llones en 2010 a US$7.832 millones en 2014. Expresa-

do como porcentaje del producto interno bruto (PIB), 

el promedio de los 17 países de nuestro estudio pasó 

de 0,19% en 2010 a 0,23% en 2014. La heterogenei-
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dad dentro de la región es importante: el país con el 

gasto más bajo es Brasil, con solamente el 0,06% del 

PIB en gastos de administración de prisiones duran-

te 2010-14. El país con el gasto promedio más alto es 

Barbados, con un 0.47% del PIB. Le siguen Jamaica 

y Trinidad y Tobago, con el 0,34% y 0,33% del PIB 

respectivamente. Al tratarse de economías relativa-

mente pequeñas, estos altos porcentajes probable-

mente expresen los grandes costos fijos que implica 

la administración de un sistema penitenciario. El caso 

del Chile, con un gasto promedio del 0,33% del PIB, 

representa un fenómeno distinto: al tratarse de una 

economía relativamente grande, el elevado gasto no 

es resultado de altos costos fijos sino más bien de un 

sistema penitenciario más grande. Como se verá en la 

siguiente subsección, esta política tiene su correlato 

en un mayor costo en términos de pérdidas de ingre-

sos por privación de la libertad.

Para poner los números del gasto en perspectiva, 

se ve que en promedio la región gasta aproximada-

Cuadro 4.1. Gasto público en la administración 

de prisiones (en porcentaje del PIB)

Fuente: Estimaciones propias en base a datos administrativos.

Media
2010-14

Argentina 0,25%

Bahamas 0,30%

Barbados 0,47%

Brasil 0,06%

Chile 0,33%

Colombia 0,16%

Costa Rica 0,27%

Ecuador 0,09%

El Salvador 0,20%

Guatemala 0,08%

Honduras 0,10%

Jamaica 0,34%

México 0,12%

Paraguay 0,09%

Perú 0,09%

Trinidad & Tobago 0,33%

Uruguay 0,25%

Promedio ALC 0,20%

Gasto total
(millones de dólares  
de EE.UU.)

6.504,80

(10) Los cálculos se realizan sobre una base anual. Los datos de las 

personas privadas de la libertad (su cantidad y sus características por 

edad y género) son promedios anuales, de modo que utilizamos los 

ingresos laborales anuales para cada grupo de edad y género prove-

nientes de las encuestas de empleo.

mente un 0,20% del PIB, lo cual es menos de la mitad 

del gasto en administración de prisiones de Estados 

Unidos, que se ubica en el 0,5% del PIB. En todo caso, 

la cifra promedio de los 17 países de este estudio es 

casi tres veces superior al costo de financiar en su to-

talidad a los principales programas gubernamentales 

para la lucha contra la pobreza en México (Prospera) 

y Brasil (Bolsa Família). 

4.2 La pérdida de ingresos por 
privación de la libertad

El efecto de incapacitación que produce el encarce-

lamiento no se limita a la actividad delictiva sino que 

en general incluye también a la actividad productiva. 

Si bien en algunos casos las personas privadas de li-

bertad realizan actividades productivas en las prisio-

nes, en la mayor parte de las cárceles de ALC no se 

cuenta con programas que promuevan la productivi-

dad de los reclusos. De esta manera, la supresión de 

la actividad delictiva consiste también en la supresión 

de una fuente de ingresos en la economía. Este capí-

tulo proporcionan estimaciones de este costo que se 

inflige a la sociedad en su conjunto. La metodología es 

simple: se atribuye a cada persona privada de libertad 

el ingreso laboral promedio de una persona de su mis-

mo género y edad, información que se obtiene de las 

encuestas de empleo de cada país.10 En este sentido, 

nuestro método de estimación asume que, de haber 

estado en libertad, una persona encarcelada habría 

generado un ingreso equivalente al promedio para su 

grupo de género y edad. Existen circunstancias en las 

que este supuesto puede no ser razonable, en particu-

lar, si los privados de libertad ostentan características 

que los hacen distintos de sus coetáneos del mismo 

género que se hallan en libertad. Algunas de estas ca-

racterísticas pueden ser el nivel educativo o determi-

nadas habilidades laborales que influyen sin duda en 

el nivel de productividad de las personas. La falta de 
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información homogénea sobre las características de la 

población privada de libertad para los 17 países en es-

tudio nos impide tomar en cuenta estas diferencias, de 

modo que nuestras estimaciones deben ser tomadas 

con cautela en esa dimensión. En ese sentido, en este 

estudio se ha privilegiado la homogeneidad de la me-

todología para poder estimar números comparables 

entre países. 

El cuadro 4.2 presenta los resultados de las esti-

maciones para los 17 países incluidos en el estudio en 

el período 2010-2014. En total, la región ha perdido en 

promedio más de US$7.000 millones por la inactivi-

dad de los encarcelados. Pero este número ha crecido 

sustancialmente durante el período bajo estudio: pasó 

de US$5.800 millones en 2010 a más de US$8.400 

millones en 2014, una suba de casi un 45% en cuatro 

años. En el gráfico 4.3 se muestra cómo se repartió 

este monto en promedio en la región: Brasil, por su 

tamaño poblacional, representa el 47% de las pérdidas 

de la región, seguido por México, con el 16%, y por Chi-

le, con el 8%. Más adelante examinamos la gran dimen-

sión de las pérdidas chilenas.

Expresado en porcentaje del PIB, el aumento en 

las pérdidas ha sido menos espectacular pero signifi-

cativo de todas maneras, se pasó de un promedio de 

0,18% del PIB perdido en 2010 a un 0,20% del PIB en 

2014. Entre los países para los que se cuenta con es-

timaciones se pueden distinguir tres grupos. Primero, 

aquellos países con una pérdida relativamente baja, de 

0,10% del PIB o menos. Allí se encuentran Guatemala, 

Jamaica y México. Se trata de países que cuentan con 

tasas de homicidio relativamente altas, en este sen-

tido, la relativamente baja tasa de ingresos perdidos 

por encarcelamiento funciona como un alivio para los 

costos sociales más altos. El caso de Jamaica merece 

especial mención porque allí la pérdida se redujo del 

0,13% del PIB en 2010 al 0,09% en 2014. 

Segundo, aquellos países con pérdidas de tama-

ño medio, esto es entre un 0,10% y un 0,20% del PIB. 

Este grupo incluye países con tasas de homicidio altas 

(como Colombia o Brasil) y bajas (como Argentina, 

Perú y Uruguay). Entre 2010 y 2014 las pérdidas han 

aumentado en casi todos los países, en particular en 

Paraguay y Perú, donde subieron del 0,13% al 0,25% 

del PIB y del 0,14% al 0,20% del PIB respectivamente. 

Por último, el tercer grupo incluyeseis países don-

de las pérdidas de ingresos por privación de la liber-

tad son particularmente elevadas, superiores al 0,20% 

del PIB en promedio: se trata de Bahamas, Barbados, 

Chile, Costa Rica, Honduras y El Salvador. Este último 

país ostenta la mayor pérdida de ingresos de ALC, en 

promedio ha perdido el 0,41% del PIB cada año como 

resultado de privar de libertad a un número conside-

rable de la población en edad productiva. Al tratarse, 

junto con Honduras, de uno de los países más violen-

tos de la región, este número no hace más que agra-

var el costo que el crimen inflige en la sociedad. En 

Honduras, si bien las pérdidas han sido en promedio 

del 0,27% del PIB, las mismas bajaron levemente del 

0,29% del PIB en 2010 al 0,26% en 2014. El país con la 

segunda tasa de pérdidas más alta es Bahamas, donde 

la pérdida promedio ha sido del 0,35% del PIB, con una 

notable volatilidad durante los años bajo estudio, pues 

la cifra llegó a rozar el 0,44% en 2012. Mención especial 

merece el caso de Chile, el país de ALC con la tasa de 

homicidios más baja de la región, allí las pérdidas de 

ingresos por encarcelamiento son relativamente altas, 

Cuadro 4.2. Pérdida de ingresos por privación 

de la libertad (en porcentaje del PIB)

Fuente: Estimaciones propias en base a datos administrativos.

Media
2010-14

Argentina 0,11%

Bahamas 0,35%

Barbados 0,24%

Brasil 0,14%

Chile 0,24%

Colombia 0,16%

Costa Rica 0,28%

Ecuador 0,12%

El Salvador 0,41%

Guatemala 0,05%

Honduras 0,27%

Jamaica 0,10%

México 0,10%

Paraguay 0,18%

Perú 0,17%

Trinidad & Tobago 0,14%

Uruguay 0,18%

Promedio ALC 0,19%

Pérdidas totales
(millones de dólares  
de EE.UU.)

7.336,6
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Cuadro 4.3. Costo del encarcelamiento, en 

porcentaje del PIB, promedio 2010-2014 (en 

porcentaje del PIB)

Fuente: Estimaciones propias en base a datos administrativos.

Gasto en 
administración 

de prisiones

Pérdidas por 
privación de 
la libertad

Costo 
global

Argentina 0,25% 0,11% 0,36%

Bahamas 0,30% 0,35% 0,65%

Barbados 0,47% 0,24% 0,71%

Brasil 0,06% 0,14% 0.20%

Chile 0,33% 0,24% 0,57%

Colombia 0,16% 0,16% 0,32%

Costa Rica 0,27% 0,28% 0,55%

Ecuador 0,09% 0,12% 0,21%

El Salvador 0,20% 0,41% 0,61%

Guatemala 0,08% 0,05% 0,13%

Honduras 0,10% 0,27% 0,37%

Jamaica 0,34% 0,10% 0,44%

México 0,12% 0,10% 0,22%

Paraguay 0,09% 0,18% 0,27%

Perú 0,09% 0,17% 0,26%

Trinidad & 
Tobago 

0,33% 0,14% 0,47%

Uruguay 0,25% 0,18% 0,43%

Promedio ALC 0,20% 0,19% 0,39%

Costo total
(millones de 
dólares de 
EE.UU.)

6.504,80 7.336,60 13.841,40

pues llegan en promedio al 0,24% del PIB. El hecho de 

que el país menos violento de la región tenga una de 

las pérdidas más elevadas por privación de la libertad 

abre el interrogante sobre la eficiencia de la política 

penitenciaria de Chile. 

4.3 Los costos globales del 
encarcelamiento

El cuadro 4.3 presenta las estimaciones del costo del 

encarcelamiento en los 17 países incluidos en el estu-

dio, en los que se suma el gasto público en adminis-

tración de prisiones y las pérdidas ocasionadas por la 

privación de la libertad de los reclusos. En promedio, 

entre 2010 y 2014, el costo global del encarcelamiento 

ha sido de más de US$13.800 millones y un 0,39% del 

PIB, repartido prácticamente en partes iguales entre 

los dos componentes del costo.

El panorama en cada país es distinto. En algunos 

de ellos (Argentina, Barbados, Chile, Jamaica, Trini-

dad y Tobago y Uruguay) el gasto en administración 

de prisiones es superior a las pérdidas por privación 

de la libertad, mientras que en otros (Brasil, Ecuador, 

Honduras, Paraguay, Perú y El Salvador) las pérdidas 

de ingresos son mayores que el gasto público en el 

sistema penitenciario. En términos globales, el costo 

más bajo se aprecia en Guatemala, donde en total re-

presenta un 0,13% del PIB, mientras que el más alto 

tiene lugar en Barbados, donde representa el 0,71% del 

PIB. La comparación entre Chile y Perú es interesante: 

los dos países con las tasas de homicidios más bajas 

de la región tienen costos de encarcelamiento consi-

derablemente distintos. Chile, con un costo global del 

0,57% del PIB, es el cuarto país con el mayor costo en 

ALC. Por el contrario, Perú, con un costo del 0,26% del 

PIB, se encuentra entre los países con menores costos. 

Una comparación similar puede establecerse entre 

Honduras y El Salvador, los países más violentos de 

ALC y del mundo entero. Mientras que en El Salvador 

el costo global es del 0,61% del PIB, en Honduras as-

Gráfico 4.4. Pérdida de ingresos por privación 

de la libertad (en porcentaje del PIB)

Fuente: Estimaciones propias basadas en datos administrativos
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ciende al 0,37% del PIB. Lo que estas comparaciones 

ilustran es que las diferencias en la política penitencia-

ria no se condicen con los niveles de violencia. 

4.4 Conclusiones

En este capítulo se ha analizado el costo del encarce-

lamiento en los 17 países de América Latina y el Caribe 

incluidos en el estudio. El fuerte incremento en el nú-

mero de reclusos en la región en los últimos años se ha 

visto reflejado en mayores costos de encarcelamiento 

para la sociedad. Por un lado, más dinero del presu-

puesto público se ha destinado a la administración de 

los sistemas penitenciarios de la región, cifra que llega 

aproximadamente al 0,20% del PIB. Por el otro lado, 

la reclusión de un número creciente de personas en 

edad productiva ha privado a la sociedad de un flu-

jo de ingresos que estimamos en un 0,19% del PIB en 

promedio. Ambos componentes del costo no guardan 

relación entre sí (hay países que tienen gastos de ad-

ministración altos y pérdidas de ingresos bajas, y otros 

donde se observa lo contrario), ni tampoco con la tasa 

de homicidios (por ejemplo, bajos niveles de violen-

cia no se asocian ni con altos ni con bajos costos de 

encarcelamiento). En resumen, estos números arrojan 

serios interrogantes sobre la eficacia de la política pe-

nitenciaria de varios países de la región. Parece haber 

espacio, entonces, para pensar reformas que reduzcan 

simultáneamente los niveles de violencia y el costo del 

encarcelamiento en numerosos países de ALC.
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Anexo Parte I
Fuentes de información

Argentina
Presupuesto: Presupuesto ejecutado por la nación, 23 provincias y Ciudad de Bue-

nos Aires; Contaduría General de la Nación y gobiernos provinciales.

Seguridad privada: Observatorio de Empleo y Dinámica Empresarial (OEDE) del 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.

Homicidios: Ministerio de Seguridad y estimaciones basadas en datos del Ministerio 

de Salud.

Encarcelamiento: Sistema Nacional de Estadísticas sobre Ejecución de la Pena 

(SNEEP).

Bahamas
Presupuesto: Presupuesto ejecutado, Ministerio de Finanzas.

Seguridad privada: Estimaciones basadas en la Encuesta Anual de Fuerza Laboral.

Homicidios: Royal Bahamas Police Force.

Encarcelamiento: World Prison Brief of the Institute for Criminal Policy Research y 

Minnis et al. (2011).

Barbados
Presupuesto: Estimaciones aprobadas, Parlamento de Barbados.

Seguridad privada: Censo de Población 2010 y Encuesta de Fuerza Laboral.

Homicidios: Royal Barbados Police Force.

Encarcelamiento: Reporte Anual del Sistema Penitenciario de Barbados.

Brasil
Presupuesto: Presupuesto acumulado del gobierno central y estados federales, Te-

sorería Nacional.

Seguridad privada: Encuesta Nacional de Hogares Brasileños (PNAD/IBGE).

Homicidios: Sistema de Informaçoes sobre Mortalidade (SIM) del Ministerio de Salud 

de Brasil.

Encarcelamiento: Anuario de Seguridad Publica.

Chile
Presupuesto: Presupuesto aprobado, Dirección Presupuestaria.

Seguridad privada: Encuesta estructural de comercio y servicios llevada a cabo por 

el Instituto Nacional de Estadística (INE).

Homicidios: Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior de 

Chile.

Encarcelamiento: Compendio estadístico penitenciario de la Gendarmería de Chile.

Colombia
Presupuesto: Presupuesto ejecutado, Ministerio de Finanzas.

Seguridad privada: Reporte Anual de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 

Privada.

Homicidios: Instituto de Medicina Legal de Colombia, Dirección de Investigación 
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Criminal de la Policía Nacional de Colombia.

Encarcelamiento: Reporte Estadístico Anual del Instituto Nacional Penitenciario y 

Carcelario (INPEC).

Costa Rica
Presupuesto: Presupuesto aprobado, Ministerio de Finanzas.

Seguridad privada: Reporte de Cuentas Nacionales de 2012 y 2013 del Banco Cen-

tral de Costa Rica.

Homicidios: Sistema Nacional de Información sobre la Violencia y el Delito (SISVI) 

(2013); Reporte de Estadística del Organismo de Investigaciones Judiciales. 

Encarcelamiento: Reporte Trimestral de Población Penitenciaria del Instituto Na-

cional de Criminología (INC).

Ecuador
Presupuesto: Presupuesto ejecutado, Ministerio de Finanzas.

Seguridad privada: La Encuesta de Hoteles, Restaurantes y Comercios del Instituto 

de Estadística y Censos (INEC) provee estimaciones de ingresos.

Homicidios: Ministerio del Interior.

Encarcelamiento: World Prison Brief del Institute for Criminal Policy Research 

(ICPR).

Guatemala
Presupuesto: Presupuesto acumulado, BOOST project.

Seguridad privada: Encuesta de empleo e ingresos.

Homicidios: Instituto de Medicina Legal de Guatemala.

Encarcelamiento: Dirección General del Sistema Penitenciario de Guatemala

Honduras
Presupuesto: Presupuesto aprobado, Ministerio de Finanzas.

Seguridad privada: No se encontraron datos suficientemente útiles para estimar el 

tamaño del sector de la seguridad privada en Honduras. 

Homicidios: SEPOL, Policía Nacional de Honduras.

Encarcelamiento: World Prison Brief del Institute for Criminal Policy Research 

(ICPR).

Jamaica
Presupuesto: Presupuesto ejecutado, Ministerio de Finanzas.

Seguridad privada: Censo Poblacional 2011 y Encuesta de Fuerza Laboral.

Homicidios: Jamaica Constabulary Force.

Encarcelamiento: World Prison Brief del Institute for Criminal Policy Research 

(ICPR).

México
Presupuesto: Presupuesto federal acumulado, BOOST project; presupuestos esta-

tales de gobiernos estaduales.

Seguridad privada: Censo Económico 2014, Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía (INEGI).
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Homicidios: INEGI, Ministerio de Salud Pública.

Encarcelamiento: Gobierno, Censo Nacional Penitenciario y de Seguridad Publica, 

INEGI.

Paraguay
Presupuesto: Presupuesto acumulado, BOOST project.

Seguridad privada: Censo Económico 2011, Dirección General de Estadística, En-

cuestas y Censos (DGEEC).

Homicidios: Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC).

Encarcelamiento: Censo Penitenciario 2013, Ministerio de Justicia.

Perú
Presupuesto: Presupuesto ejecutado, BOOST project.

Seguridad privada: Encuesta Económica Anual, Instituto nacional de Estadística e 

Informática (INEI).

Homicidios: Instituto nacional de Estadística e Informática (INEI) y Mora (2015).

Encarcelamiento: Reporte Estadístico Anual del Instituto Nacional Penitenciario 

(INPE).

El Salvador
Presupuesto: Presupuesto ejecutado, Ministerio de Finanzas.

Seguridad privada: Encuesta de ingresos.

Homicidios: Instituto de Medicina Legal de El Salvador.

Encarcelamiento: Reportes Estadísticos Anuales de la Dirección General de Centros 

Penales.

Trinidad y Tobago
Presupuesto: Presupuesto ejecutado, Ministerio de Finanzas.

Seguridad privada: No se encontraron datos suficientemente útiles para estimar el 

tamaño del sector de la seguridad privada en Trinidad y Tobago.

Homicidios: Trinidad and Tobago Police Service.

Encarcelamiento: World Prison Brief del Institute for Criminal Policy Research (ICPR).

Uruguay
Presupuesto: Presupuesto ejecutado, BOOST project.

Seguridad privada: Encuesta de actividad económica, Instituto Nacional de Estadís-

tica (INE).

Homicidios: Ministerio del Interior, Instituto Nacional de Estadística (INE).

Encarcelamiento: Instituto nacional de Rehabilitación (INR), Censo de Población Pe-

nitenciaria 2010.
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